
   

      
       

    
  

         
         
          

          
         

           
          

   

         
          

            
 

          
          

        
       

         
           

           
          

CONSULTA NUMERO 5/1989 

EL MINlSTERIO FISCAL ANTE LOS ACUERDOS 
DE SUSPENSION DE LOS TURNOS DE OFICIO 

ADOPTADOS POR ALGUNOS COLEGIOS 
DE ABOGADOS 

I 

Se han formu lado sendas Consultas por las Fiscalías de 
los Tribunales Superiores de Justicia del Principado de Astu­
rias y de Murcia. El tema planteado, aunque con algunos 
matices, es el mismo: el grave problema que se presenta 
ante los acuerdos adopmdos por algunos Colegios de Aboga­
dos de suspender los turnos de oficio y de asistenc ia letrada 
al detenido o preso. Parece necesario conocer con algún de­
ralJe los hechos. 

A) El Presidente del Tribunal Superior de Jusücia deJ 
Principado de Asturias, con fecha 20 de octubre de 1989, 
dio traslado al Fiscal de un escrito cuyo tenor literal es el 
siguiente: 

«La Sala de Gobierno de este Tribunal Superior de Justi­
cia, preocupada por el notorio retraso en la tramitación de 
los asuntos encomendados a los órganos jurisdiccionales de 
esta Comunidad Autónoma, como consecuencia del acuerdo 
de la Junta Central extraordinaria del llustre Colegio de 
Abogados de Oviedo con fecha 29 de octubre de 1987 , por 
el que se acordó por tiempo indefinido la suspensión de la 
actuación letrada del luma de oficio, y entendiendo que tal 
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acuerdo puede vulnerar derechos fundamentales de la perso­
na recogidos en los artícu los 14 y 24 de la Constitución 
Española, y con el precedente de que acuerdos similartes 
fueron declarados nulos de pleno derecho por el Consejo 
General de la Abogacía en reuniones de II de febrero de 
1986 y 4 de marzo de 1988, decide por unanimidad dar 
traslado al Ministerio Fiscal a fin de que pueda promover la 
acción de la justicia conforme a lo dispuesto en el artfcu­
lo 125, 1.0 de la Constitución y artículo 435, 1.0 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial.» 

De los antecedentes documentales se desprende la certe­
za abso luta del contenido de l escrito que se ha reproduc ido 
Li teralmente, siendo ahora de destacar: 

l. La Junta General del Uustre Colegio de Abogados 
de Oviedo, en sesión ex traordinaria celebrada el 15 de junio 
de 1987, adoptó, en ejecución de lo decid ido en otra Junta 
de 30 de oc[Ubre de 1986, entre otros, el siguiente acuerdo: 
«Se suspende la actuac ión letrada en el turno de oficio ordi­
nario en todas las jurisdicciones ordinarias y especiales a 
excepción de los procesos correspondienles a presos. La 
suspensión no afectará a los procedimientos acnmlmente en 
trámite; no afectará tampoco al turno de oficio de asistencia 
letrada a detenidos.» 

2. Casi en los mismos términos se pronunció la misma 
Junta de Gobierno en ses ión extraordi naria celebrada el 5 
de noviembre de t 987 en ejecución de los acuerdos tomados 
el 29 de octubre de 1987 . 

Los dos acuerdos antes citados han sido ratificados en 
ses ión extraordinaria de la Junta General del Ilustre Colegio 
de Abogados de Oviedo celebrada en octubre de 1989. 

B) Con las decisiones anotadas el Colegio de Aboga­
dos de Oviedo se sumaba a una acti tud compartida por otros 
Colegios de Abogados. Acuerdos de suspensión del turno 
de oficio y de as istencia letrada al detenido fueron adopta-
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dos, entre otros, por los Colegios de Gijón , Granada, Mur· 
da y Cartagena. Mas Jos acuerdos tomados por estos otros 
Colegios han sido recurridos. En unos casos ha sido el Con­
sejo General de la Abogacía Española quien ha declarado 
su nu lidad radical como contrarios a la ley y gravemente 
perjudiciales a los intereses colegiales. En otros, la decisión 
del Consejo General ha sido impugnada en vía jurisdiccio­
nal , pero también los acuerdos de algunos Colegios de Abo­
gados. He aquí, con los datos de que disponemos, una ex­
posici6n de acuerdos recurridos bien an te el Consejo Gene­
ral de la Abogacía o ante los Tribunales. 

l. La Junta General del Colegio de Abogados de Gra­
nada en reuniones de 4 de febrero y 29 de mayo de 1985. 
acordó la suspensión de la prestación de los servicios de 
defensa en tumo de ofic io y de asistencia al detenido. La 
Junta de Gobierno del Colegio form ula impugnación de los 
acuerdos adoptados por la Junta General interesando la nulj­
dad de pleno derecho de los mismos. El Consejo General de 
la Abogacía resuelve de conformidad con lo interesado el 
17 de junio de 1985. 

2. En Jun tas Generales del Ilustre Colegio de Aboga­
dos de Gijón celebradas el 30 de junjo de 1987,30 de sep­
tiembre de 1987 y 30 de octubre de 1987 se decidió suspen­
der los tumos de oficio y de asistencia letrada a1 detenido. 
Un abogado del aquel lluslre Colegio interpuso recurso Con­
tra tajes acuerdos, resolviendo el Consejo General de la 
Abogacía estimando el recurso que se repu taban nulos de 
pleno derecho. 

3. En Junta Genera l extraordinaria del Colegio de 
Abogados de Murcia de 15 de septiembre de 1988 se aprobó 
la suspensión del turno de oficio, acuerdo que llevaba implí­
cito la no tramitación de cuestión alguna relacionada con el 
turno. Impugnado en alzada este acuerdo, la Mesa del Con­
sejo General de la Abogacía, el 28 de diciembre de 1988, 
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dejó en suspenso lo resuelto por el Colegio de Abogados de 
Murcia, mandando seguir por su curso ordinario la trami ta­
ción del recurso en cuanto al fondo del asunto. El acuerdo 
de la Mesa fue ratificado por el Consejo Genera l el 18 de 
enero de 1989. Recurrido el acuerdo del Consejo General 
por un Abogado del Colegio de Murcia al amparo de la Ley 
62/1978, dio lugar a la iniciación del recurso 16/ 1989 ante 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo. En sus alegacio­
nes, el Consejo General de la Abogacía, el 20 de febrero de 
1989, solicitaba que se mantenga su acuerdo impugnado que 
suspendió e l del Colegio de Abogados de Murcia , pues pri­
var al ciudadano del ejerc ic io del derecho fundamental a la 
defensa y del derecho a ser asistido en caso de detención 
constituye un acto nulo de pleno derecho , por lo que se 
concluye que prestar asistencia al detenido y defender a 
qujen no ha designado Letrado SOI1 inexcusables deberes de 
los Abogados que éstos no pueden e ludir ni modificar. En 
su contestación a la demanda, el Consejo General de la 
Abogacía, hecho acaec ido el 12 de abril de 1989, solicita la 
confmnación del acuerdo impugnado por no contener vulne~ 
rac ión alguna de derechos tutelables en el ámbito de este 
procedimiento. Por su parte, el Ministerio Fiscal contestó a 
la demanda el 8 de abril de 1989. Este recurso no está aún 
resuelto. 

Pero en trámite el recurso a que hemos hecho referencia, 
en Junta General extraord inaria del Colegio de Abogados 
de Murcia celebrada 16 de mayo de 1989 se tomaron los 
siguientes acuerdos: continuar la suspensión del turno de 
oficio y suspender el turno de asistencia al detenido o preso 
en la misma línea del acuerdo de la Junta de 15 de diciem­
bre de 1988. El Ministerio F iscal, como parte actora, ha 
recurrido el acuerdo de 16 de mayo de 1989 por la vía de la 
Ley 62/1978, solicitando su suspensión. El Colegio de Abo~ 
gados de Murc ia, demandado, en sus alegaciones se opuso 
a la suspensión del acuerdo. La Sala de Jo Contenci oso~Ad­

ministrativo de Murcia inició el recurso 493/1989 dictando 
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auto el 16 de junio de 1989 por el que decide , que sin per­
juicio de lo que en su día se acuerde en la resolución del 
presente recurso contencioso-administrativo , suspender la 
efectividad del acuerdo adoptado e l 16 de mayo de 1989 
por la Junta General extraordinaria del Ilustre Colegio de 
Abogados de Murcia en lo que ese acuerdo decidía sobre 
suspensión del turno de asistencia al detenido. preso y del 
tumo de Abogados de oficio. 

4 . La Asamblea General del Colegio de Abogados de 
Cartagena celebrada el 3 1 de enero de 1989 . acordó que el 
Colegio cese de inmediato en la designación de Abogados 
en turno de oficio , dejando sin efecto cualquier lista de cole­
giados de ese turno confeccionada hasta el día de la fecha. 
La Junta de Jueces de Cartagena, en virtud de la comunica­
ción que se había hecho de aquel acuerdo al Juez de lnstruc­
ción Decano, resolvió el 6 de febrero de 1989 solicitar del 
Colegio de Abogados el li stado de los Abogados adscritos 
al turno de oficio, mas como sólo se remitiera el de Letrados 
ejercientes, el 10 de febrero de 1989, la Junta de Jueces 
envía al Colegio de Abogados el Li stado de Letrados que 
utilizar ían , distribuidos conforme a su criterio, dado la falta 
de lista especial del tumo de ofic io. El Colegio de Abogados 
de Cartagena recurrió en alzada el acuerdo de la Junta de 
Jueces ante la Sala de Gobierno de la Audiencia Territorial 
de Albacete por entender que aparte otras razones, es com­
petencia exclus iva de las Juntas de Gobierno de Jos Colegios 
de Abogados la designación de los tumos de oficio. En este 
punto se da lugar al recurso, declarándose que la Junta de 
Jueces deberá redactar un nuevo li stado de Letrados para el 
turno de oficio. 

En otra Asamblea Genera l del Colegio de Cartagena, 
ésta de 16 de marzo de 1989, se acordó suspender la presta­
ción del servic io de asistencia al detenido como medi­
da complementaria de la ya adoptada respecto al turno de 
oficio. Los presentes acuerdos estarán en vigor hasta que 
por los organismos competentes se proceda a garantizar la 



         
 

         
          

          
        

           
       

        
   

          
           

          
          

           
         

        
       

         
             

         
          

            
       

          
          

           
           

          
          
           

         
          

- 506 -

retribución justa y real correspondiente a los trabajos real.i ~ 
zados. 

C) Los acuerdos que suspendieron los tumos de ofic io 
y de asistenc ia letrada recogidos en el anterior apartado fue­
ron impugnados, como ya se ha dicho. Recogemos aquí los 
argumentos esgrimidos para la declaración de nulidad de 
los acuerdos y aquéllos otros que conducen a la val idez de 
los actos de suspensión de los acuerdos. 

l. ARGUMENTOS EMPLEADOS POR EL CONSEJO GENERAL DE 
LA ABOGACfA ESPAÑOLA 

En escritos de alegaciones y de contestación a la deman­
da en recurso 16/1989 segujdo ante la Sala de lo Contencio­
so-Administrati vo de Murcia. Trae su causa el recurso de la 
impugnación del acuerdo del Consejo GeneraJ de 28 de di­
ciembre de 1988 , que dejó en suspenso los efectos de otro 
acuerdo del Colegio de Abogados de Murcia que suspendió 
los turnos de oficio y de asistencia letrada. 

Se dice en ellos, entre otras cosas: 

«Privar a la ciudadanía del ejercicio del fundamenml de­
recho a la defensa y del derecho a ser asistido en caso de 
detención constituye un acto nulo de pleno derecho. Los 
artículos 17.3 y 24.2 de la Constitución reconocen tanto el 
derecho a la as istencia como a la defensa por medio de Le­
trado, y ese reconocimiento constitucional está desarrollado 
en nuestras leyes procesales de manera tal que no puede 
caber duda alguna sobre la vinculación que la Abogacía en 
su globalidad tiene con el ejercicio por el cuidado de tales 
derechos.» Se analizan después los art ículos 118.3, 119, 
520.2.c) y 527 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para 
concluir que «los artículos 57-59 del Estatu to General de la 
Abogacía son claros y categóricos sobre el tema de este re­
curso, ya que efectúan varias declaraciones sobre la obligato­
riedad de los Abogados de asumir los derechos de asisten-
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cia al detenido, as í como las defensas personajes de oficio. 
De todo cuanto antecede se sigue que por la expresa e indu­
dable raíz constitucional de las normas que establecen esta 
obligación para los Abogados. por el rango de éstas. y por 
su suficiencia y claridad , lo acordado por el Consejo de 
Abogados de Murcia contraviene de manera frontal tal es 
preceptos, y por e llo debe considerarse nulo por aplicación 
de las siguientes normas: el artícu lo 9. 1 de la Constitución 
Española que sujeta a lodos los ciudadanos y poderes púbU­
cos a la Constitución y al resto de l ordenamiento jurídico, y 
el 9.3 que garantiza e l principio de legalidad, jerarqu fa nor­
mativa y seguridad jurídica; el artfculo 6.3 del Código Civil 
que declara nulos de pleno derecho los actos contrarios a las 
nonnas imperativas y el artícu lo 47.2 de la Ley de Proce­
dimiento Administrativo en relación con el 23 y siguientes 
de la Ley de Régimen Jurídico de la Administrac ión del 
Estado». 

Coincide con e l comenido de estos escritos el acuerdo 
del Consejo General de 4 de marzo de 1988 que declar6 la 
nulidad del adoptado por el Colegio de Abogados de Gijón 
sobre suspensión del tumo de oficio y asistencia letrada. 

El Acuerdo de 17 de junio de L985 por el que se decla­
ran nulos de pleno derecho otros procedentes de l Cole­
gio de Abogados de Granada de 1985 sobre suspensi6n de 
turnos de oficio y as istencia letrada, est.ablece la misma doc­
trina. 

2. ARGUMENTOS lITlLLZAOOS POR EL MINISTERJO FISCAL 

De la demanda promovida por el Ministerio Fiscal contra 
acuerdo del Colegio de Abogados de Murcia de 16 de mayo 
de 1989 y fundada en la Ley 62/ 1978 sólo conocemos que 
alegaba la vulneración de los art fculos 17.3 y 24.2 de la 
Constitución. Pero por esa misma Fiscalía , en contestación 
a la demanda formulada por un Lelrado no conforme con el 
acuerdo del Consejo General de 28 de diciembre de 1988, 
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se precisaba lo siguiente para mantener la vaJjdez del acuer­
do recurrido: «No se vulnera con dicho acuerdo el principio 
de libertad del recurrente, porque siendo el turno de ofi ­
cio un servicio públ.ico establecido por la ley con carácter 
obligatorio para la Abogacía (acls. 11 8, 119, 520. 788 
y 791 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y arts. 30.4, 
33, 37,40 y 43 de la Ley de Enjuiciamiento Civil , así como 
artículo 24 de la Constitución), cuya reglamentación ha si­
do delegada a los correspondientes Colegios profesiona­
les (arts. 57-59 del Estatuto Genera l de la Abogacía), es 
en cambio voluntario para el recurrente porque en los Cole­
gios de Abogados es facultativo pertenecer al turno de ofi­
cio, como asimismo el darse de baja, Jo que elimina auto~ 
máticarnente la supuesta consideración de "trabajo forzoso" 
a que alude el recurrente. Es más, suspender el Colegio la 
designación del tumo de oficio, sí que podría conculcar el 
derecho a la libertad en el trabajo para los que quisieren ser 
designados. » 

«En cuanto a la denunciada desigualdad ante la Ley 
ni existe ni se produce por los motivos señalados en el 
artículo 14 de la Constitución. Efectivamente, el acto ad~ 
ministrativo recurrido no supone ninguna discriminación, 
porque dándose de baja en el tumo de oficio deja de verse 
afectado por dicha medida. En cuanto a que por su con~ 
dici6n de Abogado pueda sentirse discriminado frente 
a otros profesionales, no es cierto que tal discriminación 
exista y contraríe el principio de igualdad, dado que la pro~ 
res ión de Abogado soporta, como otras , unas cargas igua~ 
les para todos los integrados en eUas. No se da , pues, un 
trato diferente o discriminatorio al recurrente frente a otros 
Abogados ni frente a otros profesionales ante situaciones 
que no son diferentes, ni las situaciones subjetivas de aquél 
y de éstos son comparables , por lo que no cabe alegar vul­
neración del principio de igualdad (Sentencias del Tribunal 
Constitucional de 9 de junio de 1986 y 25 de noviembre de 
1986).» 
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n 

A) El Estatuto General de la Abogacía establece que 
ésta asume la obligación de defender de oficio a las personas 
que Jo solicitaren, por lo que los Abogados vendrán ob liga­
dos a su defensa así como a prestar el servicio de as istencia 
a detenidos (art. 57) . PreceptOs análogos se haUan en los 
Estatutos de Jos Colegios de Abogados de Murcia (arts. 17 
y 32) Y Oviedo (ans. 36, 43 , 54, 56 Y 57), al disponer que 
la defensa jurídica es una obligación profesional de la Abo­
gacía; la intervención en el fUmo de oficio es igualmente 
una obligación del Abogado, que podrá ser rehusada sola­
mente por causa justificada aprec iada por la Junta de Go­
bierno. La defensa de oficio es debe r de la Abogacía como 
lo es para los Abogados incluidos en el tumo de la defensa 
profes ional de oficio y asistencia al detenido. 

La asistencia de oficio, como precisa el Fiscal de Oviedo 
en su Consulta , tiene una proyección constitucional, y es 
corolario indispensable del derecho de defensa que ha de 
ser reconocido (art. 11 9 de la Constitución) a quienes care· 
cen de recursos económicos, pero también a quienes, por 
cualquier causa, no designan a su propio Letrado. Las con­
secuencias de la no prestac ión del servicio de asistencia ju­
dicial Letrada ha sido la paralización de centenares de pro­
cesos penales y ci,viles, y sus efectos inmediatos afectan 
tanto a la Admin istración de Justicia como a los derechos 
de los particulares, a quienes se obstaculiza su legítimo inte­
rés en que se resuelvan los procesos afectados por la sus­
pensión. 

En Derecho europeo, como tradicionalmente lo ha sido 
en nueStro orde namiento, la asistencia letrada por el tumo 
de oficio ha sido asumida generalmente sin condicionantes 
económicos por los Colegios de Abogados. El Tribunal Eu­
ropeo de Derechos Humanos, en su sentencia de 29 de no­
viembre de 1983 (caso Van der Mussele), estableció que la 
ausencia de una remuneración para el Abogado de ofic io no 
constituye violación de l Convenio de salvaguarda de los De-
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fechos Humanos y Libertades Fundamentales respecto a los 
Abogados afectados por la carga, tesis que significa la CQfl­

fimlación de aquellos ordenamientos que imponen como 
contribución o carga judicial la asistenc ia gratu ita a las per­
sonas que, en el proceso, carecen de medios de fortuna o a 
quienes la ley les concede tal asistencia. Cita esta esencial 
porque una de las causas de los acuerdos de suspensión de 
los turnos de oficio es precisamente la económica, al preten­
derse que se garantice una retribución de más entidad que 
las fijadas actualmente. 

De lo anterionnente expuesto, concluye el Fiscal de 
Oviedo , resulta incontrovertible la nulidad radical de 
los acuerdos de suspensión en armonía con estos razona­
mientos: 

- Por ir en contra de preceptos estatutarios impediti­
vos de una suspensión sine die y generalizada del tumo de 
oficio. 

- Por implicar, materialmente , una mod if icación esta­
tu taria opuesta a las normas comunes sobre el tumo de ofi­
cio previstas en los artículos 57-59 del Estatuto General de 
la Abogacía, que constituye una nonna de rango superior. 

- Por presuponer una renuncia a un deber legalmente 
impuesto no permitida por el artículo 6.3 del Código Civil; 
el aplazamjento indefinido del deber jurídico equivale, en 
la práctica, a la renuncia al cumplimiento del deber. 

- Por vulnerar el artícu lo 24.1 de la Constitución , que , 
de conformidad con el artícu lo 6 del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos, considera derecho fundamental la de­
fensa y asistencia de Letrado, que está directamente relacio­
nada con los derechos a un proceso legal con todas las ga­
rantías y con el derecho de defensa y tutela judicial efecti­
vas. La asistencia de Letrado constituye un derecho y una 
obligac ión para las partes y. como expresa el Tribunal Cons­
titucional (sentencia 2 16/ 1988, de 14 de noviembre), es lIna 
obl igac ión también para los poderes públicos garantizar la 
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defensa de oficio; en este sentido, la intervención de los 
Colegios de Abogados mediante la formación de los turnos 
de ofic io y des ignación de Letrados, constituye un acto de 
participación delegada de esos poderes públ icos. 

B) Con los presupuestos legales que preceden el Fiscal 
de Oviedo, somete expresamente a Consulta los siguientes 
puntos: 

l . O PORTUNIDAD DEL EJERCIDO POR EL MINISTERIO F ISCAL 

DE LAS ACCIONES DE IMPUGNACiÓN DE LOS ACUERDOS DE 

SUSPENSIÓN 

La vinculación del Ministerio Fiscal al princ ipio de lega~ 

lidad le obliga a ejercitar las acciones que procedan según 
la ley, por lo que la consulta sobre la oportunidad de la 
acción s6lo significa si de inmediato ha de ejercitarse o si 
conviene una cierta demora, dada la existencia de conversa­
ciones, oficiosamente admitidas, entre la Administración y 
el Consejo General de la Abogacía. En contra de la situa­
ción de espera militan razones de peso: paralización de la 
justicia, el reconocimiento de la nulidad radical de los 
acuerdos de suspensión del tumo de oficio que respecto de 
otros Colegios fonnuló el Consejo General de la Abogacía, 
y, en fin , la tu tela efectiva de los derechos fundamentales, 
cuyo restablecimiento no debe estar sometido a condiciones 
ni a plazos. 

2. VfA PROCESAL ADECUADA PARA LA IMPUGNACiÓN DE LOS 

ACUERDOS 

La única alternativa es ésta: si debe utilizarse la vía juris­
diccional ordinaria -y si en ella habría de agotarse la vía 
previa administrativa - o la del proceso previsto en la Ley 
62/1978. Este último es el cauce procesal que se estima más 
aconsejable, por estas razones: porque su fina lidad es res-
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tab lecer de inmediato los derechos fundamentales vulnera­
dos, por la rapidez y sllmariedad de esta vía procesal y por­
que posibi lita más fácil mente la provisional suspensión del 
auto recurrido. 

3. L EGlTIMACIÓN DEL MINISTERIO FISCAL PARA FORM ULAR 

LA DEMANDA 

Ha de admitirse que nuestro ordenamiento jurídico legi­
tima al Ministerio Fiscal en estos casos. Debe señalarse que 
la paralización de los procesos penales incide tanto en la 
vulneración de l derecho de defensa de los inculpados como 
en el derecho a la tutela judicial efecti va de las víctimas del 
delito . cuyos intereses asume por imperativo legal el Minis­
terio Fiscal cuando aquéllos no han comparecido como par­
tes en el proceso. 

4. PLAZO PARA EL EJERC1CIO DE LA ACCiÓN DE IMPUGNACiÓN 

Caben varias posib ilidades para apreciar cuál es el día 
inicial para e l cómputo del plazo de l artículo 8 de la 62/ 
1978 . Sostener que el plazo debe contarse a part ir de la 
notificación al Ministeri o Fiscal de la comu nicación del 
acuerdo; entender que comjenza desde la notificac ion de la 
providencia del Juez sobre la paralización del proceso por 
ausenc ia de Letrado , en cuyo caso la demanda debería ir 
acompañada de la prueba documental de este hecho; mante­
ner que el plazo no comienza a correr desde la fecha de los 
acuerdos. pues no existe plazo en el sentido del art ícu­
lo 8. 1. o de la Ley 62/ 1978, tesis ésta que es la propugnada. 

5. PETICIÓN DE SUSPENS iÓN DE LOS ACUERDOS IMPUGNADOS 

Siempre habrá de solicitarse. Tal suspensión supondría 
que el órgano del Colegio de Abogados a quien corresponde 
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la formación de la lista de Letrados y la designación de los 
mismos habría de proceder de inmediato a la formación de 
las li slas del turno de oficio y a la designación individualiza­
da de la designación de Letrado encargado de la defensa, 
con lo que se vo lvería a la normalidad funcional alterada 
por la adopción del acuerdo. 

C) El Fiscal de Murcia, con la diligente y acertada ac­
tividad que desarro lló con motivo de l acuerdo de aquel Co­
legio de Abogados de 16 de mayo de 1989, ya ha dado 
solución positiva expresa - confirmada en su momento por 
la Fiscalía Genera l de l Estado - a los extremos que en el 
anterior aparrado B) se han recogido bajo los números 1, 2 
Y 5. El comprendido con el número 3 se cuestionó en aquel 
proceso por la parte demandada, resolviendo la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de Murcia por auto de 19 de 
junio de 1989, que «el Ministerio Fiscal está plenamente 
legitimado para promover la acción de la Justicia en defensa 
de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del 
interés público tutelado por la Ley , lo que en el presente 
caso significa que puede actuar en interés de los ciudadanos 
que podrían resultar afectados por el acto colegial que se 
impugna». Y en este mismo aula, resolviendo sobre la peti­
ción de suspensión del acuerdo interesada por el Ministerio 
Fiscal, se dice lo que sigue: «La decisión que aquí ha de 
adoptarse debe partir de las dos premisas siguientes: Que el 
lIustre Colegio de Abogados aquí demandado, en la materia 
sobre la que versa el acuerdo impugnado actúa como Admi­
nistración Pública - mediante el fenómeno doctrinalmente 
denominado de "Administración Corporativa" o "Autoadmi~ 
nistración" - lo que detennina que dicho acuerdo tenga el 
valor de verdadero "acto administrativo", y que según el 
art ículo 7.4 de la Ley 62/1 978 el régimen de suspensión de 
los actos impugnados en el especial proceso regulado en ese 
texto legal , esté representado por acoger, como regla gene­
ral , la solución de la suspensión, y establecer la denegaci6,n 
de tal suspensión sólo en los casos excepcionales en los que 
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conste que la suspensión puede llevar consigo la existencia 
o posibilidad de perjuicio grave para el interés genera l, haM 
ciendo recaer la carga de probar ese importante extremo SOM 

bre el órgano autor del acto impugnado. Lo que acaba de 
decirse determina que deba acogerse la petición de suspen­
der que plantea el Ministerio Fiscal, por lo siguiente: porque 
no se ha justificado sati sfactoriamente qué intereses genera­
les - no corporativos o individuales de los Colegiales 
miembros del Colegio demandado- pueden quedar perjudi­
cialmente comprometidos si se accede a la suspensión.» 

III 

Los temas específicos que integran la Consulta son so­
metidos en ella a un examen exhausti vo, prec iso y exacto. 
Los razones expresadas en apoyo de la tesis que se mantiene 
por la Fiscalía de Oviedo las juzgamos absolutamen te vá lj· 
das, por lo que la Fiscalía General del Estado no sólo las 
comparte y muestra su conformidad en ellas, sino que tal 
criterio se traslada aquí para que aquella proposición consti· 
tuya explícita solución de la Consulta , y a la que habrán de 
sujetarse en lo sucesivo los Fiscales ante acuerdos análogos 
al que ahora se ha planteado. 

He aquí , resumidas, las cuestiones que se han presenta­
do como conflictivas y su tratamiento jurídico. 

A) NalUraleza y contenido de los acuerdos de suspensión. 

l. Con carácter previo es de señalar que la situación 
de hecho no puede ser calificada como huelga de Letrados; 
la suspensión del turno de ofic io no es posible imputarla , 
individual o colectivamente a los Letrados, ya que en nin­
gún momento han sido designados flomillarím para cada 
asunto propio del tumo de oficio. De haberse dado esta últi· 
ma circunstancia , el hecho podría tener relevancia jurídica 
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merecedora de otro tipo de actuación. La suspensión de los 
turnos de oficio es un acto imputable a los Colegios de Abo­
gados como personas jurídicas , cuya voluntad se ha foona­
do por medio de las Juntas Generales extraordinarias. 

2 . El acuerdo de suspensión es un acto cuyo contenido 
se traduce en un no hacer, pues supone el incumplimiento 
de una obl igación cuya ejecución imponía una actuación 
concreta: la formación de un turno de oficio y la designación 
de Letrado para cada intervención que se atribuya a dicho 
tumo. Es, además, un acto de tracto sucesivo, que se actua­
li za cada vez que procede la designaci6n de Letrado; sus 
efectos se materializan acto tras acto provocando la paraliza­
ción del procedimiento judicial o la fa lta de ejercicio de la 
acción. 

3. Es un acto de naturaleza administrativa. Así resul­
ta, en primer lugar , si atendemos a su procedencia, ya que 
los Colegios de Abogados son una Corporación de Derecho 
público cuyos actos están sometidos a control jurisdkcio­
nal , tanto cuando sus efectos operan ad imra o en relación 
con los intereses colegiales y los derechos y deberes de 
los miembros del C91egio, como cuando se proyectan al 
exterior iJlcidiendo sobre derechos o intereses de terceros; 
así lo declaran tanto el Tribunal Constitucional (Sentencias 
76il983 , 23il984 Y 123/l987) como el Estatuto General de 
la Abogacía (art. 3). Y. en segundo término, el acto de 
suspensión es de carácter admin istrativo, porque la atri­
bución estatutaria de disponer de un tumo de oficio y de 
designar Letrados, constituye ejercicio delegado de funcio­
nes públjcas en cuanto que tal delegación proviene de las 
leyes procesales (arts. 788 de la Ley de Enjuiciamiento Cri­
minal y 33 Y siguiemes de la Ley de Enjuiciamiento Civil) 
y es presupuesto necesario para el cumplimiento del deber 
del Estado de garanti zar la defensa de oficio en los términos 
que prevé el ordenanuento jurídico (art. 24 de la Consti­
tución). 
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4. Dado que los acuerdos de suspensión, como ya se 
ha indicado, son actos nulos de pleno derecho (art. 9 1. 1 del 
Estatuto General de la Abogacía), ello comporta la impres­
criptibilidad de las acciones de impugnac ión, la ampli tud de 
la legitimación para su ejercicio, así como la estimación ex 
officio de la nul idad , tanto por la propia Corporación como 
por los Tribunales ante los que se ejercite la acción de nuli­
dad, conforme a criterio jurisprudencia! uniforme, lo que 
supone que la nulidad podrá ser declarada en proceso incoa­
do a instancia de parte que fmalmente resultare no estar 
legitimada. 

B) La Ilulidad de los acuerdos necesita que sea instada 
formalmente. 

Las vías procesales se ac[Uarán por uno de estos cami­
nos: proceso ordinario o proceso especial de protección de 
los derechos fundamentales establecidos en la Ley 62/1978, 
ambos por supuesto ante la jurisdicción contencioso-admi­
nistrativa. 

l. La v(a del proceso contencioso ordinario. En prin­
cipio no plantea problemas la legitimación del Ministerio 
Fiscal, como tampoco las cuestiones relativas a las limita­
ciones temporales del recurso. Lo primero, porque la legiti­
mación de l Ministerio Fiscal le está atribuida por todas 
aquellas normas (arts. 124. I de la Constitución, 435.1 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, I del Estatuto orgánico) 
que le configuran como órgano defensor de la legalidad y 
del interés público, aspecto que en nuestro caso concurren 
indubi tadamente. Por otra parte , no hay ümüación temporal 
en cuanto al ejercicio de la acción, ya que la nulidad radical 
puede denunciarse, precisamente porque no es convalidable , 
en todo tiempo. 

El problema puede, sin embargo, derivarse de la exigen­
cia de la vía previa administrativa que se establece como 
requi sito para el acceso a la jurisdicción (art. 96 y siguien-
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tes del Estatuto General de la Abogacía). Efectivamente, no 
agotar la vía administrativa previa constituye una causa de 
¡nadmisibilidad (art. 62, l. e. de la Ley Jurisd iccional de 
1956) que aquí concurriría al no ser aplicable la excepción 
prevista en el artículo 37.1 Y 2. Es de notar, no obstante, 
que si no parece dudoso que el Ministerio Fiscal cuando 
actúa en representación legal de menores. incapacitados y' 
ausentes, debe uti lizar el sistema de recursos admi nistrati vos 
antes de acudir a la vfa jurisdiccional, no es tan claro que 
cuando actúe en defensa de la legalidad y en función de la 
tutela del interés público y los derechos fundamentales esté 
vinculado a dicho requisilO , toda vez que la intervención 
de l Ministerio Fiscal se desarrolla , generalmente, ante la 
jurisdicción. La diferencia entre una y otra modalidad de 
actuación se deriva de que, en el primer caso, el Ministerio 
Fiscal actúa por Olro en su cumplimiento de deberes especí­
ficos que le impone el Estatuto orgánico (art. 3.7), mientras 
que en el segundo actúa por s( mismo en cumplimiento de 
los deberes generales que le impone la Constitución, la Ley 
Orgánica del Poder Judicial y el propio Estatuto orgánico. 

2. La vía del proceso especial de protecciófI de los 
derechos f Ulldamelllales. No deja de suscitar problemas a 
los que prec isa dar la adecuada solución. 

a) La legitimación del Ministerio Fiscal para la inter­
posición del recurso. Pese a algunas actitudes doctrinales 
contrarias ha de proclamarse que el Ministerio Fiscal está 
legit imado para interponer por sí la acción, supuesto el no 
ejercicio de la misma por el titular del derecho fundamenta l. 
Como preceptos de los que se extrae esta leg itimación se 
citan los artículos 10 ,53.1.2. y 3 Y 124 de la Constitución , 
435 de la Ley Orgánica del Poder Judic ial y de modo expre­
so el art ículo 3.3 del Estatuto Orgánico cuando establece 
que corresponde al Ministerio Fiscal «velar por el respeto ... 
de los derechos fundamentales y libertades públicas con 



         
         
          

        
           
       
         

           
          

         
             

        
          

          
          

         
           

         
        

          
           

        
       

          
         

          
     

         
       

        

          
            

       
          

 

- 5 18 -

cuantas actuac iones exija su defensa». Pero, por otfa parte, 
la Ley 63/1978 ni condiciona la leg itimación , materia propia 
de las leyes sustantivas, ni impide que el Ministerio Fiscal 
actúe en posición procesal que reúne, excepcionalmente, la 
doble función de órgano defensor de la legalidad y de pro­
mOlor de la acción de la justicia. 

En realidad , ejercitada la acción contra un Colegio de 
Abogados que tomó el acuerdo y no contra un Letrado de 
oficio para un asun to determinado que negándose a la defen­
sa paraliza la actividad del procedimiento, el Ministerio fis­
cal está actuando per se en defensa de la legalidad y no en 
nombre o representación del titular del derecho fundamental 
afectado. En este sentido cabe citar la sentencia del Tribunal 
Constitucional 86/1985, de 10 de julio. En recurso de ampa­
ro por él promovido, se aducían por el Ministerio Fiscal 
para solicitar la declaración de nulidad los intereses genera­
les de los ciudadanos relativos a la educación respecto a los 
cuajes no puede ser ajeno. Cuestionada su legitimación, se 
declara por el Tribunal Constitucional que la legitimación 
del Ministerio Fiscal se configura como un ¡liS agendi reco­
nocido a est'e órgano en mérito a su específica posición ins­
titucional. Promoviendo en este caso el amparo constitucio­
nal , el Ministerio Fiscal defiende , ciertamente, derechos 
fundamentales, pero lo hace, y en esto reside la peculiar 
naturaleza de la acción, no porque ostente su titularidad , 
sino como portador del interés público en la integridad y 
efectividad de los derechos fundamentales. 

b) La leg iümación pasiva la ostentan los Colegios de 
Abogados , Corporaciones de Derecho público de quienes 
proceden los actos que vulneran los derechos fundamentales. 

e) El acto admin istrativo está entre los señalados en e l 
artículo 6 de la Ley 621 1978 , pero en relac ión con la deter­
minación del acto recurrible, surgen cuestiones, especial­
mente la que concierne al plazo para la interposición del 
recurso. 
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- El artícu lo 8.1 de la Ley 62/ 1978 dispone que el 
recurso contencioso-administrativo se interpondrá dentro de 
los diez días siguientes a la notificación del acto impugnado 
si fuere expreso. En caso de silenc io administrativo , e l plazo 
anterior se computará una vez transcurridos veinte días des­
de la solicitud del interesado a la Administración sin necesi­
dad de denunciar la mora. 

- La rigurosidad del término fijado para el ejercicio de 
la acción se corresponde con la naturaleza y finalidad que el 
proceso pretende . La interposición de la acción fuera de l 
plazo establecido constituye causa de inadmisibilidad. Que 
la acc ión de nulidad radical sea imprescriptible y que por 
tanto no esté sometida a requisitos temporales , no afecta al 
plazo del artfculo 8.1 y ello aún cuando la nulidad esté basa­
da , junto a otras causas, en la vul neración de las normas 
consti tucionales que reconocen derechos fundamentales. 

- El plazo se computa a partir de la notificación del 
acto, si éste , como aquí sucede, es expreso. En el caso 
concreto los acuerdos de suspensión del rumo de oficio no 
han sido notificados formalmente. No obstante, su existen­
cia y operativ idad constituye un hecho notorio. Con todo. 
en cada proceso en particular. los Abogados comunican a la 
demanda judicial de designación de Abogados de oficio, la 
negativa a su nombramiento invocando los acuerdos cole­
giales de suspensión y provocando con eUo la paraUzación 
de los procesos. Aunque derivados de ta les acuerdos, la 
concreta negativa a la designación de Letrado, consti tuiría 
ya un acto expreso del que puede partirse para la determina­
ción del comienzo del plazo de impugnación. 

Por otra parte , y presupuesta la legitimac ión del Ministe­
rio Fiscal para la interposición de la demanda de protección 
jurisdiccional, el plazo habría de contarse, en principio, des­
de la comunicación de los acuerdos, dada la inactividad del 
justiciable cuyos derechos fundamentales a la defensa de 
oficio y a la tutela judicial efectiva han sido efectivamente 
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lesionados y en razón a que la vulneración de los mismos 
no puede ser corregida por los propios órganos jurisdiccio­
nales, pues la ley no arbitra soluciones en el proceso civi l 
para la designación por el propio Juez o Tribunal de Letrado 
de oficio, y en el proceso penal la designación directa que 
en el abreviado contempla la Ley (art. 788 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal) s6lo puede ser realizada si existe 
formada y en actualización constante la lista de los tumos 
de oficio. 

Ahora bien, el carácter permanente que tienen los acuer­
dos de suspensión, supone que el cómpu to para la acción de 
impugnación no se habrá de determinar desde la fecha en 
que se adoptaron, por cuanto la situación de lesividad de los 
derechos del particular es continuada y se refuerza con la 
sistemática denegación de la asistencia Letrada. Razones 
que abonan también la no apücac ión del plazo preclusivo 
del artículo 8. 1 de la Ley 62/1978. 

Madrid, 27 de nov iembre de 1989. 

EL FISCAL GENERAL DEL ESTADO 

Excmos. e Umos. Sres. Fiscales Jefes de los Tribunales Su­
periores de Justicia y de las Audiencias Provinciales. 


